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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, del diez de diciembre de dos mil veinticinco.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 12907/INFOEM/IP/RR/2025 interpuesto por XXXXXXX XXXXXXXX XXXXXXXXX a quien en lo subsecuente se le denominará LA PARTE RECURRENTE, en contra de la respuesta emitida por la Ayuntamiento de Ecatepec de Morelos, en adelante EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:

[bookmark: _Toc215751652]ANTECEDENTES

[bookmark: _Toc215751653]DE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN
[bookmark: _Toc215751654]a) Solicitud de información.
El dieciséis de octubre de dos mil veinticinco LA PARTE RECURRENTE presentó una solicitud de acceso a la información pública ante el SUJETO OBLIGADO, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). Dicha solicitud quedó registrada con el número de folio 00836/ECATEPEC/IP/2025 y en ella se requirió la siguiente información:

“SOLICITO COPIA SIMPLE DIGITALIZADA A TRAVÉS DEL SISTEMA ELECTRONICO SAIMEX DE LOS COMPROBANTES DE TODOS LOS PAGOS REALIZADOS A PERSONAS FISICAS Y MORALES POR LA TESORERIA MUNICIAPAL DE 1 DE SEPTIEMBRE AL 15 DE OCTUBRE DE 2025.” (Sic).

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc213315542][bookmark: _Toc215751655]b) Turno de la solicitud de información
[bookmark: _heading=h.60bp4bl58eo6]En cumplimiento al artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el dieciséis de octubre de dos mil veinticinco, el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO turnó la solicitud de información al servidor público habilitado que estimó pertinente.

[bookmark: _Toc215751656]c) Respuesta del Sujeto Obligado.
El siete de noviembre de dos mil veinticinco el Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO notificó la siguiente respuesta a través del SAIMEX:

“Ecatepec de Morelos, México a 07 de Noviembre de 2025
Nombre del solicitante: C. Solicitante
Folio de la solicitud: 00836/ECATEPEC/IP/2025

En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Se anexa información.

ATENTAMENTE
Cristina Muñoz Gallardo”


A la respuesta, EL SUJETO OBLIGADO anexó el archivo digital que a continuación se describe:

· “Document_251107_101436.pdf”: documento que contiene el oficio con número de registro TM/ECA/CA/7409/2025, suscrito por el Tesorero Municipal, por medio del cual manifiesta que la información requerida debe ser clasificada como reservada, por un periodo de cinco años, en virtud de que su difusión puede ser utilizada por terceros ajenos al municipio o por las instituciones bancarias para cometer ilícitos en perjuicio del patrimonio.

[bookmark: _Toc215751657]DEL RECURSO DE REVISIÓN
[bookmark: _Toc215751658]a) Interposición del Recurso de Revisión.
El ocho de noviembre de dos mil veinticinco LA PARTE RECURRENTE interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta emitida por el SUJETO OBLIGADO, mismo que fue registrado en EL SAIMEX con el número de expediente 12907/INFOEM/IP/RR/2025 y en el cual manifiesta lo siguiente:

ACTO IMPUGNADO:

[bookmark: _heading=h.sobqmaen7oz2]“RESPUESTA A LA SOLICITUD 00836/ECATEPEC/IP/2025” (sic). 

RAZONES O MOTIVOS DE INCONFORMIDAD:

“EL SERVIDOR PÚBLICO HABILITADO DEL SUJETO OBLIGADO INCURRE EN UNA NEGATIVA A ENTREGAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA, BASÁNDOSE EN UNA CLASIFICACIÓN ARBITRARIA E ILEGAL, PUES CARECE DE FACULTADES PARA LLEVARLA A CABO Y PORQUE SE TRATA DE INFORMACIÓN PÚBLICA QUE NO PUEDE SER CLARIFICADA. POR LO ANTERIOR, SOLICITO SE REVOQUE LA RESPUESTA DEL SUJETO OBLIGADO A LA PRESENTE SOLICITUD Y SE ORDENE LA ENTREGA DE LA INFORMACIÓN QUE FUE INDICADA DE MANERA PUNTUAL Y PRECISA EN LA SOLICITUD, A TRAVÉS DE ESTA PLATAFORMA SAIMEX.” (Sic).

[bookmark: _Toc215751659]b) Turno del Recurso de Revisión.
Con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el ocho de noviembre de dos mil veinticinco se turnó el recurso de revisión a través del SAIMEX a la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez, a efecto de decretar su admisión o desechamiento.

[bookmark: _Toc215751660]c) Admisión del Recurso de Revisión.
El trece de noviembre de dos mil veinticinco se acordó la admisión a trámite del Recurso de Revisión y se integró el expediente respectivo, mismo que se puso a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc213332768][bookmark: _Toc215751661]d) Informe justificado del Sujeto Obligado.
[bookmark: _heading=h.26in1rg][bookmark: _heading=h.aqx94ywn653m]El veinticuatro y veintiocho de noviembre de dos mil veinticinco EL SUJETO OBLIGADO remitió conforme a su derecho, los archivos digitales que se describen a continuación:

· “CT_UT_ECA_1293_2025 Informe justificado RR 12907.pdf	“: documento que contiene el oficio con número de registro CT/UT/ECA/1293/2025, suscrito por la Titular de la Unidad de Transparencia, por medio del cual se ratifica la repuesta primigenia.
Por otra parte se remite el oficio número TM/ECA/CA/7808/2025, firmado por el Tesorero Municipal, por medio del cual indica respecto a la inconformidad manifestada por el solicitante, en ningún momento se negó la información solicitada, toda vez que se hizo de su conocimiento que la información solicitada fue determinada como clasificada debido al riesgo que conlleva su difusión, ya que los datos contenidos en las documentales pueden ser utilizados por terceros ajenos al municipio o por otras personas dentro de la institución o de los bancos, para cometer ilícitos en perjuicio del patrimonio.

· “33 TRIGÉSIMA TERCERA SESIÓN EXTRAORDINARIA.pdf”: documento que contiene el Acta de la Trigésima Tercera Sesión Extraordinaria del Comité de Transparencia del Ayuntamiento de Ecatepec de Morelos, por medio de la cual se aprueba la clasificación de la información requerida en la solicitud registrada con el folio número 00836/ECATEPEC/IP/2025 como reservada por un periodo de cinco años.

Esta información fue puesta a la vista de LA PARTE RECURRENTE el veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco, para que, en un plazo de tres días hábiles, manifestara lo que a su derecho conviniera, de conformidad con lo establecido en el artículo 185, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215751662]e) Manifestaciones de la Parte Recurrente.
El veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco LA PARTE RECURRENTE anexó el archivo digital denominado “ECATEPEC RESERVA.pdf” por medio del cual manifiesta lo siguiente: 

“LA INFORMACIÓN SOLICITADA ES DE C ARACTER PÚBLICA, SOLO SE DEBEN RESERVAR ALGUNOS ELEMENTOS QUE ESTÁN CLARAMENTE INDICADOS EN LA LEY MEDIANTE UN ACUERDO DEL COMITÉ INTERNO DE TRANSPARENCIA, PERO NO EXISTE NINGÚN FUNDAMENTO PARA RESERVARLA EN SU TOTALIDAD. POR LO ANTERIOR, SOLICITO SE REVOQUE LA RESPUESTA DEL SUJETO OBLIGADO A LA PRESENTE SOLICITUD DE INFORMACIÓN Y SE ORDENE LA ENTREGA DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA DE MANERA PUNTUAL Y PRECISA A TRAVÉS DE ESTE SISTEMA ELECTRÓNICO SAIMEX.”

[bookmark: _Toc215751663]f) Cierre de instrucción.
[bookmark: _heading=h.35nkun2]Al no existir diligencias pendientes por desahogar, el diez de diciembre de dos mil veinticinco la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez acordó el cierre de instrucción y la remisión del expediente a efecto de ser resuelto, de conformidad con lo establecido en el artículo 185 fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Dicho acuerdo fue notificado a las partes el mismo día a través del SAIMEX.

[bookmark: _Toc215751664]CONSIDERANDOS

[bookmark: _Toc215751665]PRIMERO. Procedibilidad
[bookmark: _Toc215751666]a) Competencia del Instituto.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215751667]b) Legitimidad de la parte recurrente.
El recurso de revisión fue interpuesto por parte legítima, ya que se presentó por la misma persona que formuló la solicitud de acceso a la Información Pública, debido a que los datos de acceso SAIMEX son personales e irrepetibles.

[bookmark: _Toc215751668]c) Plazo para interponer el recurso.
[bookmark: _heading=h.1y810tw]EL SUJETO OBLIGADO notificó la respuesta a la solicitud de acceso a la Información Pública el siete de noviembre de dos mil veinticinco y el recurso que nos ocupa se tuvo por interpuesto el ocho de noviembre de dos mil veinticinco por lo tanto, éste se encuentra dentro del margen temporal previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215751669]d) Causal de procedencia.
Resulta procedente la interposición del recurso de revisión, ya que se actualiza la causal de procedencia señalada en el artículo 179, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _Toc215751670]e) Requisitos formales para la interposición del recurso.
LA PARTE RECURRENTE acreditó todos y cada uno de los elementos formales exigidos por el artículo 180 de la misma normatividad.

[bookmark: _Toc215751671]SEGUNDO. Estudio de Fondo.
[bookmark: _Toc215751672]a) Mandato de transparencia y responsabilidad del Sujeto Obligado.
El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano reconocido en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. 	Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- 
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.
Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Asimismo, el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios indica que la solicitud es la garantía primaria del Derecho de Acceso a la Información, además, establece que se regirá por los principios de simplicidad, rapidez, gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares.

Por su parte, el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios refiere que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad.

Esto es, que los Sujetos Obligados deben atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les sean realizadas, y proporcionar la información pública que obre en su poder, conforme al estado en que se encuentre, sin que sea necesario procesar la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante; tal y como lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Es decir, que todo sujeto obligado que genere, recopile, administre, procese, archive, posea o conserven, son responsables de la misma, teniendo a su vez la obligación de proporcionar la información que se les requiera sin necesidad de resumirla, efectuar procedimientos para obtenerla, calcular o practicar investigaciones; en otras palabras, que los Sujetos Obligados sólo se concretarán a proporcionar la información solicitada que tengan en su poder en el estado que se encuentra, sin necesidad de concretarse al interés o términos específicos del solicitante.

En esa tesitura, el artículo 24 último párrafo de la Ley de la Materia dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública, siempre y cuando no se trate de información reservada o confidencial.

[bookmark: _heading=h.2bn6wsx]Con base en lo anterior, se considera que EL SUJETO OBLIGADO se encontraba compelido a atender la solicitud de acceso a la información realizada por LA PARTE RECURRENTE.

[bookmark: _Toc215751673]b) Controversia a resolver.
Con el objeto de ilustrar la controversia planteada, resulta conveniente precisar que, una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa, se desprende que LA PARTE RECURRENTE solicitó los comprobantes de todos los pagos realizados a personas físicas y morales por la Tesorería Municipal del 1 de septiembre al 15 de octubre de 2025.

En respuesta, EL SUJETO OBLIGADO se pronunció por conducto del Tesorero Municipal, quien manifestó que la información requerida debe ser clasificada como reservada por un periodo de cinco años, en virtud de que su difusión puede ser utilizada por terceros ajenos al municipio o por las instituciones bancarias para cometer ilícitos en perjuicio del patrimonio.

Ahora bien, en la interposición del presente recurso LA PARTE RECURRENTE se inconformó sobre la negativa a la información solicitada.

Por otra parte se debe señalar que EL SUJETO OBLIGADO, mediante informe justificado, ratificó la respuesta primigenia; y LA PARTE RECURRENTE no realizó manifestación alguna en la etapa procesal oportuna.

En este contexto, el estudio del proyecto se centrará en verificar si la clasificación realizada por EL SUJETO OBLIGADO cumple con los requisitos legales previstos en la normatividad de la materia y evaluar la naturaleza pública de los comprobantes de pago como parte del ejercicio del gasto municipal.

[bookmark: _Toc215751674]c) Estudio de la controversia.
Una vez precisado lo anterior, resulta necesario comenzar con el estudio señalando que el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, contempla que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, precepto normativo que textualmente establece lo siguiente:

Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen

Lo anterior toma relevancia, pues según Jarquín, Soledad (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 126 y 127), todos los SUJETOS OBLIGADOS tienen la obligación jurídica, en materia de transparencia y acceso a la información pública, de dejar constancia o registro material de las actividades efectuadas con motivo del ejercicio de sus atribuciones de cualquier acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

Además, precisa que los documentos son el registro material que da testimonio de las actividades efectuadas por los sujetos obligados con motivo del ejercicio de sus facultades, atribuciones o funciones, los cuales pueden ser escritos, impresos, sonoros, visuales, electrónicos, informáticos, entre otros; asimismo aclara que estos pueden contener valores administrativos, legales, fiscales, contables, históricos, informativos, entre otros. 

Con el objeto de analizar la controversia planteada, resulta pertinente precisar, en primer término, que la Tesorería Municipal constituye el área competente para pronunciarse respecto de la información requerida, en virtud de las atribuciones que le confieren los artículos 93 y 95, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, conforme a los cuales dicho órgano es responsable tanto de la recaudación de ingresos como de realizar las erogaciones municipales, además de administrar la hacienda pública y llevar los registros contables, financieros y administrativos de los ingresos, egresos e inventarios.

A su vez, los artículos 31, fracción XVIII, y 95, fracciones I y IV, de la Ley Orgánica Municipal disponen que el Ayuntamiento administra libremente su hacienda pública y controla el ejercicio del presupuesto de egresos, siendo el Tesorero el responsable directo de llevar los registros contables y administrativos de los egresos.

Lo anterior se vincula con los artículos 342 a 345 del Código Financiero del Estado de México y Municipios, que regulan el sistema contable gubernamental y establecen que todo registro contable y presupuestal debe estar soportado con documentación comprobatoria original, la cual debe:

· Permanecer bajo custodia de la Tesorería;
· Conservarse por un plazo mínimo de cinco años; y
· Encontrarse a disposición del OSFEM y de los órganos de control interno.

Con tales elementos, se concluye que las documentales solicitadas resultan información pública que el Sujeto Obligado está jurídica y materialmente obligado a poseer, y que únicamente puede clasificarse de manera excepcional respecto de los datos estrictamente protegibles (como datos bancarios o datos personales), mediante versión pública.

Ahora bien, del análisis de las constancias que integran el expediente electrónico del SAIMEX, se advierte que, ante la solicitud de la parte recurrente relativa a la entrega de los comprobantes de todos los pagos realizados en el periodo del 1 de septiembre al 15 de octubre de 2025, el Sujeto Obligado determinó clasificar la información como reservada por un periodo de cinco años, argumentando que su difusión podría comprometer la seguridad del patrimonio municipal. No obstante, conforme a las atribuciones legales de la Tesorería y la naturaleza de la información solicitada, este Órgano Garante advierte que dichos documentos constituyen parte esencial del soporte contable y presupuestal del ejercicio del gasto público, cuya generación, resguardo y disponibilidad no es facultativa, sino obligatoria.

Lo anterior se acredita con el Instructivo del Módulo 1 “Información Contable y Financiera”, emitido por el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, que establece que las pólizas de egresos deben integrarse con sus documentos comprobatorios, entre los cuales se encuentran las facturas, recibos y CFDI, mismos que contienen los elementos justificativos de cada erogación municipal. 

Asimismo, el Código Financiero del Estado de México y Municipios, en sus artículos 342 a 345, dispone que todo registro contable y presupuestal debe respaldarse con documentación comprobatoria original, la cual debe permanecer en custodia de la Tesorería y encontrarse disponible para fines de fiscalización por un periodo mínimo de cinco años.

Aunado a ello, el artículo 129 de la Constitución Política del Estado de México establece que todos los pagos deben realizarse con orden escrita, señalando la partida presupuestal a la cual corresponden, lo que confirma que los comprobantes y pólizas de egresos forman parte del control del presupuesto ejercido, constituyendo documentación pública que acredita el uso de recursos municipales.

En este sentido, existe una fuente obligacional clara que constriñe al Sujeto Obligado a generar, poseer, custodiar y administrar la documentación comprobatoria de los pagos realizados, motivo por el cual los comprobantes solicitados no solo deben existir, sino que constituyen información pública que se encuentra sujeta al principio de máxima publicidad.

Ahora bien, previo a continuar con el análisis de la clasificación realizada, este Órgano Garante considera necesario formular un especial pronunciamiento respecto de la naturaleza de los comprobantes de pago requeridos. De la interpretación integral de la solicitud presentada por la parte recurrente, mediante la cual pidió “los comprobantes de todos los pagos realizados a personas físicas y morales por la Tesorería Municipal”, se advierte que la información pretendida no se relaciona con remuneraciones, percepciones o comprobantes de pago de servidores públicos municipales. Por el contrario, el sentido de la solicitud revela que los comprobantes corresponden a erogaciones efectuadas a personas externas al Sujeto Obligado, tales como contratistas, proveedores, prestadores de servicios o cualquier tercero que hubiera recibido recursos públicos con motivo de la ejecución de actos administrativos, adquisiciones, arrendamientos, prestación de servicios u obligaciones contractuales.

Esta precisión es relevante, pues tratándose de pagos efectuados a terceros ajenos a la estructura orgánica municipal, los documentos comprobatorios forman parte de la gestión del gasto público y, por tanto, constituyen información estrictamente vinculada al ejercicio presupuestal. Asimismo, tal condición no convierte la información en confidencial por sí mima, dado que los elementos que identifican el destino de los recursos, como el nombre del proveedor, monto, concepto, fecha y folio del comprobante, constituyen información pública indispensable para el interés de la ciudadanía, quedando sujetos a clasificación únicamente aquellos datos estrictamente protegibles (como números de cuenta bancarios u otros datos sensibles), los cuales pueden ser suprimidos mediante versión pública. 

De este modo, la naturaleza externa de los beneficiarios confirma que la información solicitada no versa sobre datos laborales o patrimoniales de servidores públicos y refuerza la improcedencia de una reserva total respecto de documentos que, por mandato legal, acreditan la aplicación de recursos municipales.

Ahora bien, una vez precisada la existencia obligatoria de la información solicitada, así como su naturaleza, resulta necesario analizar si la clasificación decretada por el Comité de Transparencia cumple con los requisitos establecidos en el artículo 129 de la Ley de Transparencia local, el cual exige que toda prueba de daño sea fundada, motivada y que demuestre la existencia de un daño real, demostrable e identificable derivado de la publicidad de la información, además de que el perjuicio generado por su difusión debe superar el interés público de conocerla.

Del contenido del acta de la sesión extraordinaria del Comité se advierte que la determinación de reserva se sustentó en la posibilidad de que la información contenida en los comprobantes de pago pueda ser utilizada para cometer ilícitos contra el patrimonio municipal, particularmente en lo relativo a números de cuenta, pólizas o referencias internas. Sin embargo, dicha argumentación se formula de manera genérica y no individualiza los documentos específicos que presuntamente contienen tales datos, ni acredita que su simple difusión permita, por sí misma, acceder o disponer de recursos financieros municipales.

La prueba de daño no identifica de manera puntual el contenido de los comprobantes, no determina la causal específica de reserva aplicable, no acredita un riesgo real, demostrable ni identificable y omite realizar la ponderación entre el interés público de conocer el ejercicio del gasto municipal y el eventual riesgo alegado. 

Asimismo, la determinación omite valorar la posibilidad de elaborar versiones públicas, pese a que el propio artículo 3, fracción XLV, de la Ley de Transparencia prevé expresamente que, cuando existan datos reservados dentro de un documento que en esencia es público, debe suprimirse únicamente la información protegida.

En efecto, los comprobantes de pago pueden contener datos susceptibles de clasificación, como números de cuenta bancaria o referencias internas de póliza; no obstante, la legislación de la materia permite y exige la entrega de versiones públicas cuando es posible preservar la publicidad del resto de la información, sin menoscabar los datos que conforme a la normatividad deban permanecer confidenciales.

En el caso concreto, el Sujeto Obligado optó por una reserva total sin justificar por qué no era viable testar únicamente los datos personales y entregar la información pública relacionada de manera enunciativa más no limitativa del monto, fecha, proveedor, concepto y soporte de cada erogación, aun cuando estos elementos constituyen información esencial para la rendición de cuentas sobre el manejo de recursos públicos.

En consecuencia, y atendiendo al principio de máxima publicidad, así como a las obligaciones constitucionales, financieras y administrativas que imponen a la Tesorería Municipal la generación, posesión y custodia de los documentos comprobatorios del gasto, Órgano Garante estima que la reserva total decretada es improcedente, pues la información solicitada puede y debe entregarse mediante versión pública, testando únicamente los datos estrictamente protegibles conforme a la normatividad aplicable, sin que ello implique menoscabar derechos de naturaleza confidencial ni comprometer la integridad del patrimonio municipal.

En ese sentido, al resultar improcedente la reserva total decretada y al tratarse de información que forma parte del soporte del ejercicio del gasto público, se estima procedente ordenar al Sujeto Obligado que, a través del SAIMEX, entregue los comprobantes de todos los pagos realizados a personas físicas y morales por la Tesorería Municipal en el periodo comprendido del 1 de septiembre al 15 de octubre de 2025, en versión pública, testando únicamente los datos cuya divulgación pudiera actualizar una causal de confidencialidad; debiendo conservar íntegros y visibles los elementos que permiten la rendición de cuentas sobre el manejo de recursos públicos.
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Para el caso de que el o los documentos de los cuales se ordena su entrega contengan datos personales susceptibles de ser testados, deberán ser entregados en versión pública, pues el derecho de acceso a la información tiene como limitante el respeto a la intimidad y a la vida privada de las personas, es por ello que este Instituto debe cuidar que los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados sean protegidos y únicamente se den a conocer aquéllos que abonen a la rendición de cuentas y a la transparencia en el ejercicio de las atribuciones que tienen conferidas. De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

A este respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI y XLV; 51 y 52 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 

XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial; 

XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; 

XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. 

Artículo 51. Los sujetos obligados designaran a un responsable para atender la Unidad de Transparencia, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la responsabilidad de verificar en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada. Dicha Unidad contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la presente Ley.

Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.” (Énfasis añadido)

Así, los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados deben estar protegidos, adoptando las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, considerando además, que conforme al principio de finalidad, todo tratamiento de datos personales que se efectúe deberá estar justificado en la Ley, lo anterior en términos de lo dispuesto por el artículo 22, párrafo primero, relacionado con el 38 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, los cuales se transcriben para mayor referencia: 

“Artículo 22. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera. 

Artículo 38. Con independencia del tipo de sistema y base de datos en el que se encuentren los datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable adoptará, establecerá, mantendrá y documentará las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, a través de controles y acciones que eviten su daño, alteración, pérdida, destrucción, o el uso, transferencia, acceso o cualquier tratamiento no autorizado o ilícito, de conformidad con lo dispuesto en los lineamientos que al efecto se expidan.” 

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de la materia permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares toda vez que ésta tiene por objeto proteger datos personales, entendiéndose por tales, aquéllos que hacen identificable a una persona. 

Lo anterior es así, en virtud de que toda la información relativa a una persona física o jurídico colectiva que le pueda hacer identificada o identificable constituye un dato personal en términos del artículo 4, fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; por consiguiente, se trata de información confidencial que debe ser protegida por EL SUJETO OBLIGADO, por lo que, todo dato personal susceptible de clasificación debe ser protegido.

La finalidad de la versión pública es salvaguardar la vida, integridad, seguridad, patrimonio y privacidad de las personas; de tal manera que, todo aquello que no tenga por objeto proteger lo anterior, es susceptible de ser entregado. En otras palabras, la protección de datos personales es una derivación del derecho a la intimidad.

Asimismo, es importante señalar que dicha clasificación se tiene que efectuar mediante la forma y formalidades que la ley de la materia impone; es decir, mediante acuerdo debidamente fundado y motivado de su Comité de Transparencia, en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132, fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales Segundo, fracción XVIII,  y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente expresan:

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”

“Segundo. - Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
XVIII.  Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.

Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información

Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.

Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.

Sexto. Se deroga.

Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I.        Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II.       Se determine mediante resolución del Comité de Transparencia, el órgano garante competente, o en cumplimiento a una sentencia del Poder Judicial; o
III.      Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la información requerida al momento de la recepción de una solicitud de acceso, para verificar, conforme a su naturaleza, si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad. 

Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba del daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva. 

Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.

Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de la Ley General de Archivo, Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos y demás normatividad aplicable.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.
Décimo primero. En el intercambio de información entre sujetos obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.”

En el caso específico, la información solicitada puede contener datos susceptibles de clasificarse, que de hacerse públicos afectarían la intimidad y vida privada de particulares; lo cual es consistente con el criterio reiterado por este Pleno en el sentido de que, además de los datos especificados expresamente en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se consideran confidenciales aquellos cuyo acceso debe ser restringido y, por ende, deben ser testados al momento de elaborar versiones públicas, como pudieran ser los datos que a continuación se precisan.

El número de cuenta bancaria de las personas físicas es información que sólo su titular o personas autorizadas poseen para el acceso o consulta de información patrimonial, o para la realización de operaciones bancarias de diversa naturaleza, por lo que la difusión pública del mismo facilitaría la afectación al patrimonio del titular de la cuenta.

Por lo anterior, el número de cuenta bancaria debe ser clasificado como confidencial con fundamento en las fracciones I y II del artículo 143 de la Ley de la Materia de la Entidad; en razón de que, con su difusión se estaría poniendo en riesgo la seguridad de su titular.

Además de que, la publicidad de los números de cuenta bancaria de los particulares en nada contribuye a la rendición de cuentas, sino por el contrario, dar a conocer los números de las cuentas bancarias hace vulnerable a las personas físicas, al abrir la posibilidad de que terceros que cuenten con las posibilidades tecnológicas y/o económicas puedan realizar actos ilícitos mediante operaciones cibernéticas; en esa virtud, este Instituto determina que dicha información no puede ser del dominio público, toda vez que se podría dar un uso inadecuado a la misma o cometer algún ilícito o fraude en contra del patrimonio de los particulares.

En esa virtud, este Pleno determina que dicha información no puede ser del dominio público, toda vez que se podría dar un uso inadecuado a la misma o cometer algún ilícito o fraude como ya ha sido expuesto.

Es por esta razón que se debe omitir el o los números de cuentas bancarias de particulares en las versiones públicas que de las facturas se hagan, para ser entregadas.

Lo anterior, no es así tratándose de las cuentas bancarias o claves interbancarias de los Sujetos Obligados ya que su publicidad cede a la rendición de cuentas al transparentar la forma en que son administrados los recursos públicos.

Lo argumentado encuentra sustento en los criterios orientadores 10/17 y 11/17 emitidos por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, INAI, que llevan por rubro y texto los siguientes:

“Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de personas físicas y morales privadas. El número de cuenta bancaria y/o CLABE interbancaria de particulares es información confidencial, al tratarse de un conjunto de caracteres numéricos utilizados por los grupos financieros para identificar las cuentas de sus clientes, a través de los cuales se puede acceder a información relacionada con su patrimonio y realizar diversas transacciones; por tanto, constituye información clasificada con fundamento en los artículos 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

“Cuentas bancarias y/o CLABE interbancaria de sujetos obligados que reciben y/o transfieren recursos públicos, son información pública. La difusión de las cuentas bancarias y claves interbancarias pertenecientes a un sujeto obligado favorece la rendición de cuentas al transparentar la forma en que se administran los recursos públicos, razón por la cual no pueden considerarse como información clasificada.”

Por cuanto hace al Registro Federal de Contribuyentes (RFC) y el domicilio fiscal, si bien este Instituto ha sostenido que el RFC y domicilio de las personas físicas debe ser testado por los Sujetos Obligados en las versiones públicas de los documentos que elaboren para atender solicitudes de información pública, lo cierto es que, tratándose de proveedores, prestadores de servicios o contratistas, dichos datos no deben ser suprimidos de las facturas y contratos que vayan a ser entregados.

Ello se debe a que, del ejercicio de ponderación entre el derecho a la protección de datos personales y el derecho de acceso a la información pública, es de mayor trascendencia que cualquier persona pueda conocer en qué se gastan los recursos públicos, puesto que se trata de erogaciones realizadas por un órgano del Estado con recursos provenientes de las contribuciones de los gobernados, por lo que debe transparentarse su ejercicio.

Además, las personas físicas que realicen actividades contratadas por las instituciones renuncian implícitamente a una parte de su derecho a la intimidad al obtener beneficios y lucros derivados de recursos públicos, por lo que no puede considerarse como información clasificada lo relativo a su nombre, registro federal de contribuyentes y domicilio fiscal, atento a que dicha información es la que puede generar certeza en los gobernados sobre el adecuado ejercicio del presupuesto.

Robustece lo anterior el criterio orientador 04/21 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, INAI, el cual refiere:

“Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas proveedoras o contratistas. El RFC de contratistas o proveedores de los sujetos obligados debe ser público, ya que al tratarse de personas con contrataciones públicas, su difusión favorece la transparencia con la que deben administrarse los recursos públicos, en términos del artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Relacionado con lo anterior, el nombre de las personas físicas o los representantes legales de las personas morales, en su calidad de proveedores, contratistas o prestadores de servicios, y la firma y rúbrica de estos, que participen en algún proceso de adjudicación en cualquiera de sus modalidades, debe mencionarse que con base en el artículo 23 párrafo segundo y 24 fracción XVIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, los entes públicos tienen la obligación de difundir toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos, motivo por el cual los datos del representante legal de la persona moral que resultó favorecida con el procedimiento de licitación no conservan el carácter de confidencial y, por tanto, no deben ser testados.

Argumentación que guarda sustento en lo estipulado por el artículo 23 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios en su penúltimo párrafo, mismo que es del tenor literal siguiente:

“Artículo 23. (…)
Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella información relativa a los montos y las personas a quienes entreguen, por cualquier motivo, recursos públicos, así como los informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos.”

Asimismo, resulta aplicable el contenido del criterio orientador 01/19 emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información, y Protección de Datos Personales, INAI, que lleva por rubro y texto los siguientes:

“Datos de identificación del representante o apoderado legal. Naturaleza jurídica. El nombre, la firma y la rúbrica de una persona física, que actúe como representante o apoderado legal de un tercero que haya celebrado un acto jurídico, con algún sujeto obligado, es información pública, en razón de que tales datos fueron proporcionados con el objeto de expresar el consentimiento obligacional del tercero y otorgar validez a dicho instrumento jurídico.”

Consecuentemente, se destaca que la versión pública que elabore EL SUJETO OBLIGADO debe cumplir con las formalidades exigidas en la Ley, por lo que para tal efecto emitirá el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 122 y 124 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con el cual sustentará la clasificación de datos y con ello la "versión pública" de los documentos materia de la solicitud, ya que de no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no se señalan las razones por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- lo cual deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones, se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.
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En razón de lo anteriormente expuesto, este Instituto estima que las razones o motivos de inconformidad hechos valer por EL RECURRENTE devienen fundadas; motivo por el cual, este Órgano Garante determina REVOCAR la respuesta otorgada por EL SUJETO OBLIGADO, en términos del artículo 186, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por las razones expuestas en el presente considerando.

Así, con fundamento en lo establecido en los artículos 5, trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; y en los artículos 2, fracción II, 9, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 186 y 188 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:

[bookmark: _heading=h.gsdhnqi1wat4][bookmark: _Toc215751677]RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por el SUJETO OBLIGADO en la solicitud de información 00836/ECATEPEC/IP/2025, por resultar FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por LA PARTE RECURRENTE en el Recurso de Revisión 12907/INFOEM/IP/RR/2025 en términos del considerando SEGUNDO de la presente Resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO, a efecto de que, entregue a través del SAIMEX, en versión pública, lo siguiente:
[bookmark: _heading=h.p2f5rm941076]
1. Los comprobantes de todos los pagos realizados a personas físicas y morales por la Tesorería Municipal del 1 de septiembre al 15 de octubre de 2025.

De ser necesarias las versiones públicas, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se apruebe la clasificación de información, en términos del artículo 49, fracción VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese a LA PARTE RECURRENTE la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. Hágase del conocimiento a LA PARTE RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá impugnar la presente resolución vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

SEXTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el SUJETO OBLIGADO podrá solicitar una ampliación de plazo de manera fundada y motivada, para el cumplimiento de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA CUADRAGÉSIMA CUARTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL DIEZ DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTICINCO ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
SCMM/AGZ/DEMF/DLM

























Página 5 | 33

image2.jpeg
s s e




image1.jpg
s s e




